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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres; el 
Juez Rivera Colón y la Juez Lebrón Nieves  
 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el señor 

Marcelino Méndez Méndez (en adelante, parte peticionaria) 

mediante el recurso de certiorari de epígrafe y nos solicita la 

revisión de la Resolución emitida por el Tribunal de Primera de 

Instancia, Sala de Aguadilla en Mayagüez, el 10 de agosto de 

2018, la cual fue notificada el 29 de agosto de 2018.  Mediante 

el aludido dictamen, el foro recurrido declaró No Ha Lugar la 

moción por derecho propio presentada por la parte peticionaria 

el 12 de julio de 2018. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

se deniega la expedición del auto de certiorari incoado. 
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I 

Conforme surge del dictamen recurrido, el 12 de julio de 

2018 la parte peticionaria presentó por derecho propio una 

moción en la cual solicitó que, conforme al Artículo 67 del 

Código Penal de 2012, se le redujera un 25% de la Sentencia 

emitida el 13 de marzo de 20141. Examinada la antes referida 

moción, el foro primario declaró la misma No Ha Lugar por los 

siguientes fundamentos: 

Al evaluar el escrito y los expedientes de los casos 
de epígrafe no es de aplicación ninguna de las 
Reglas citadas anteriormente. En cuanto a la Regla 
185 el término para solicitar la corrección 
transcurrió, ya que la sentencia fue dictada el 13 

de marzo de 2014. En cuanto a la Regla 192.1 no le 
aplica ningunos [sic] de los cuatro fundamentos ya 
que la sentencia no viola la Constitución ni las 
Leyes de Puerto Rico ni la Constitución ni las Leyes 
de Estados Unidos, el Tribunal tenía jurisdicción 
para imponerla, la sentencia impuesta no excede la 

pena pr[e]scrita por la Ley. Por último, la sentencia 
no está sujeta a ataque colateral ya que es el día de 
la sentencia que el Juez puede considerar 
circunstancia atenuantes o agravantes al imponer 
la pena. 
 

En desacuerdo con dicho dictamen, la parte peticionaria 

acude ante nos y aunque no hace señalamiento de error 

                                                 
1 Tomamos conocimiento judicial del recuso número KLAN201500795. Del mismo 

surge que: 
 

El 13 de marzo de 2014, el Peticionario, a raíz de un preacuerdo 

con el Ministerio Público, hizo alegación de culpabilidad por el 

artículo 182, inciso 2, del Código Penal del 2012, sobre apropiación 

ilegal agravada, 33 LPRA sec. 5252, eliminándose la reincidencia 

imputada, y sustituyendo dicho cargo el previamente imputado por 
robo agravado.  Conforme con ello, el Peticionario hizo alegación de 

culpabilidad, también, por los otros cargos por los cuales se le 

acusó (artículos 283, 109 y 245 (dos denuncias) del Código Penal 

del 2012, así como el artículo 3.1 de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto 

de 1989, 8 LPRA sec. 631).   
 

En fin, a raíz de, y de conformidad con, el pre-acuerdo, el TPI le 

impuso una sentencia de ocho años en conexión con el artículo 

182, así como una pena de igual término (ocho años) por la 

violación al artículo 283, supra, otra igual (ocho años) por la 

violación al artículo 109, supra, así como penas de menor término 
por los otros delitos por los cuales se declaró culpable.  Dichas 

penas, dispuso el TPI, se cumplirían de forma concurrente entre sí, 

para un total de ocho años.  
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específico, este indica lo siguiente: “... se solicita de este 

Honorable Tribunal de Apelaciones que declare Ha Lugar la 

presente petición[,] que proceda aplicar el 25% por ciento de 

acuerdo al Artículo 67 del Código Penal[,] Ley Núm. 246-

2014…”. 

Luego de examinar el recurso ante nuestra 

consideración, procedemos a disponer del mismo. Por no 

considerarlo necesario, prescindimos de la posición de la parte 

recurrida.  

II 

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el 

cual un tribunal de jerarquía superior puede revisar a su 

discreción una decisión de un tribunal inferior.  Pueblo v. Díaz 

de León, 176 DPR 913, 917 (2009).  Distinto a los recursos de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir el auto de certiorari de manera discrecional.   

 La discreción del foro apelativo intermedio “debe 

responder a una forma de razonabilidad, que aplicada al 

discernimiento judicial, sea una conclusión justiciera y no un 

poder para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción 

del resto del Derecho”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 

DPR 83, 98 (2008).      

De esa manera, la discreción se "nutr[e] de un juicio 

racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 

sentido llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de 

uno, sin tasa ni limitación alguna". (Citas omitidas). SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 435 (2013). 

javascript:searchCita('189DPR414')
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Ahora bien, dicha “discreción no opera en lo abstracto. A 

esos efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los criterios 

que dicho foro deberá considerar, de manera que pueda ejercer 

sabia y prudentemente su decisión de atender o no las 

controversias que le son planteadas”.2  Torres Martínez v. 

Torres Ghigliotty, supra, pág. 97.  

Sin embargo, “ninguno de los criterios antes expuestos 

en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

L.P.R.A Ap. XXII-A, es determinante, por sí solo, para este 

ejercicio de jurisdicción, y no constituye una lista exhaustiva”. 

García v. Padró, 165 DPR 324, 327 (2005). Por lo que, de los 

factores mencionados “se deduce que el foro apelativo 

intermedio evaluará tanto la corrección de la decisión recurrida 

así como la etapa del procedimiento en que es presentada; esto, 

para determinar si es la más apropiada para intervenir y no 

ocasionar un fraccionamiento indebido o una dilación 

injustificada del litigio”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

supra, pág. 97. 

                                                 
2 La referida regla dispone lo siguiente:     

 

“El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa:  

 

(A)  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a diferencia de sus 
fundamentos, son contrarios a derecho.   

(B)  Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el análisis del 

problema.     

(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera Instancia.     
(D)  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.     

(E)  Si la etapa de los procedimientos en que se presenta el caso es la más propicia 

para su consideración.     

(F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no causa un 

fraccionamiento indebido del pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio.   

(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita un fracaso de 

la justicia”. 
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El certiorari, como recurso extraordinario discrecional, 

debe ser utilizado con cautela y solamente por razones de peso.  

Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 7 (1948).  Éste procede 

cuando no está disponible la apelación u otro recurso que 

proteja eficaz y rápidamente los derechos del peticionario. 

Pueblo v. Tribunal Superior, 81 DPR 763, 767 (1960). Además, 

como se sabe, "los tribunales apelativos no debemos, con 

relación a determinaciones interlocutorias discrecionales 

procesales, sustituir nuestro criterio por el ejercicio de 

discreción del tribunal de instancia, salvo cuando dicho foro 

haya incurrido en arbitrariedad o craso abuso de discreción".  

Meléndez v. Caribbean Int’l News, 151 DPR 649, 664-665 

(2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).  

Cónsono con lo anterior, nuestro más Alto Foro ha 

expresado también que, “[d]e ordinario, el tribunal apelativo 

no intervendrá con el ejercicio de la discreción del tribunal de 

instancia, salvo que demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, 

o que se equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o sustantivo, y que nuestra intervención en 

esa etapa evitará un perjuicio sustancial”. Zorniak Air Servs. v. 

Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 (1992). 

III 

Debemos determinar si procede expedir el recurso de 

certiorari de epígrafe, considerando los criterios enumerados en 

la antes citada Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal. 

En el caso ante nos, la parte peticionaria nos solicita, en 

esencia, que declaremos Ha Lugar la presente petición y en 

javascript:searchCita('132DPR170')
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consecuencia, que se le reduzca su Sentencia en un 25% por 

ciento aplicando el Artículo 67 del Código Penal de 2012.3 

Ahora bien, aclaramos que conforme surge del recurso 

número KLCE201800534, el peticionario ha solicitado lo 

mismo en varias ocasiones. Específicamente, en el referido 

recurso (KLCE201800534), un Panel hermano confirmó el 

dictamen recurrido y concluyó lo siguiente: 

En su recurso el Sr. Méndez sostiene que tiene 

derecho a que se reduzca su pena en un 25%. No 
obstante, tomamos conocimiento judicial de los 
casos KLAN201500795 y KLCE201701835 en los 
que el Peticionario presentó varias solicitudes al 
amparo de la Regla 192.1, en los que solicitaron lo 
mismo que presenta en el recurso de t[í]tulo.  

 
Luego de evaluar la resolución recurrida, a la luz 
del derecho antes citado resolvemos que no procede 
lo solicitado. La Regla 192.1 claramente dispone 
que en la moción se tienen que incluir todos los 

fundamentos que tenga el peticionario para 

solicitar el remedio o, por el contrario, se 

entienden renunciados. (Énfasis en el original). 
 
Así las cosas, el Peticionario debió haber 
presentado el argumento sobre el Art[í]culo 67 del 
Código Penal en una apelación de la Sentencia o en 

su primera solicitud al amparo de la Regla 192.1 
presentada en 2014. Al no hacerlo, renunció a 
poder presentarlo. 
 
Por consiguiente, al evaluar el recurso presentado por la 

parte peticionaria al amparo de los criterios para la expedición 

del auto de certiorari establecidos en la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal, somos de la opinión que el mismo 

no presenta un asunto que amerite nuestra intervención en 

esta etapa, razón por la cual consideramos prudente 

abstenernos de intervenir en su manejo por parte del foro a 

                                                 
3 Del recurso KLAN201500795 surge también que el foro revisor modificó una de 
las penas impuesta (la pena del Artículo 182 del Código Penal de 2012), ello, al 

amparo de la Regla 192.1 de las de Procedimiento Criminal y el Artículo 4 del 

Código Penal del 2012. 
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quo. Además, a la luz de la Regla 40 de nuestro Reglamento, 

no existe situación excepcional por la cual debamos expedir el 

auto solicitado. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del presente recurso de certiorari.   

Notifíquese a las partes, al Procurador General y al 

Secretario del Departamento de Corrección y Rehabilitación.  

El Administrador de Corrección deberá entregar copia de esta 

Resolución al confinado, en cualquier institución donde este se 

encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 


